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1. Introducción
El derecho al trabajo en el Ecuador constituye una construcción jurídica vinculada con la dignidad humana, la igualdad y la justicia social (Ecuador, 2008). Su reconocimiento no debe comprenderse únicamente desde la perspectiva de la relación económica entre el empleador y trabajador, pues el trabajo representa una dimensión esencial en la vida de las personas y un medio para alcanzar condiciones que permiten el ejercicio efectivo de los derechos. Desde esta perspectiva, la relación laboral trasciende el intercambio entre fuerza de trabajo y remuneración, debido a que involucra a la persona que presta sus servicios, y, por tanto, exige un marco jurídico capaz de limitar aquellas prácticas arbitrarias que puedan afectar su dignidad y estabilidad. 
El concepto del trabajo como un derecho y no como una mercancía adquirió relevancia a partir de las transformaciones sociales y económicas producidas durante los siglos XIX y XX (Organización Internacional del Trabajo, 2019). La denominada desmercantilización del trabajo parte de reconocer que la actividad laboral no puede ser tratada bajo la misma lógica aplicable a cualquier bien susceptible de intercambio, debido a que detrás de ella existe una persona con derechos, necesidades y expectativas de vida. En esta línea, la Declaración incorporada al Tratado de Versalles sostuvo que el trabajo no debe ser considerado simplemente como una mercancía o un artículo de comercio (Tratado de Versalles, 1919). Este planteamiento encontró posteriormente desarrollo en diversas corrientes del pensamiento social y jurídico, tales como crítica de Karl Marx respecto de las condiciones de explotación derivadas de la organización capitalista del trabajo (Marx, 1981), los planteamientos de Hanna Arendr sobre  sobre el lugar que ocupa el trabajo dentro de la existencia humana y la organización de la sociedad  (Arendt, 2009) y la perspectiva de la filosofía jurídica que define al empleo como una categoría cultural y social vinculada con la realización del ser humano y no únicamente como un factor de producción dentro del sistema económico (Ostau de Lafont de León & Niño Chavarro, 2011).
En lo laboral, dicha desigualdad se manifiesta en la posición de subordinación juridica y económica del trabajador frente al empleador, circunstancia que justifica la existencia de normas que protegen y principios destinados a garantizar condiciones mínimas de dignidad. Este principio protector busca corregir las desigualdades existentes entre el capital y el trabajo mediante la intervención normativa del Estado, garantizadno condiciones mínimas de justicia social. De acuerdo con Mario de la Cueva, el Derecho del Trabajo debe concebirse como un estatuto jurídico de la clase trabajadora, cuya finalidad es promover la justicia y la paz en las relaciones laborales (Cueva, 1988)
En el Ecuador, tras décadas de precarización laboral y reformas que promovieron la flexibilización mediante modalidades como el trabajo por horas y la facilitación de la desvinculación sin indemnización (Porras A., 2009), la Constitución de la República del Ecuador del 2008 fortaleció el enfoque garantista al prohibir la tercerización, la inmediación laboral y el trabajo por horas (Ecuador, 2008).
Esto permitió que en el  año 2015 se incorporara al ordenamiento la figura del despido ineficaz mediante la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, figura juridica que busca asegurar la estabilidad laboral mediante el principio de inamovilidad, brindando protección especial a mujeres embarazadas, en periodo de lactancia y dirigentes sindicales (Asamblea Nacional , 2015).
2. Objetivo
Analizar el despido ineficaz en el ordenamiento jurídico ecuatoriano como una garantía esencial de la estabilidad laboral, examinando sus fundamentos doctrinales, su evolución histórica y su configuración legal para asegurar el respeto a la dignidad y los derechos fundamentales del trabajador.
3. Metodología
La investigación emplea un enfoque cualitativo jurídico – dogmático mediante el análisis sistemático de la doctrina, una revisión histórica de la protección laboral en Ecuador y un estudio técnico normativo de la figura del despido ineficaz introducida en el año 2015. 
4. Resultados
4.1 Fundamentos filosóficos del derecho y su incidencia en la estabilidad laboral
Cada vez que se constituye una agrupación humana, surge de forma automática el fenómeno jurídico bajo la máxima tradicional ubi societas, ibi ius, dando paso a reglas destinadas a organizar el funcionamiento colectivo sobre la base de principios comunes. 
El derecho definido en la tradición romana como un conjunto de preceptos de conducta establecidos en forma de reglas obligatorias y destinados a hacer reinar el orden y la justicia entre las personas que viven en sociedad, constituye una necesidad de toda colectividad (Hauriou, 1980)
De este modo, todo corpus normativo se fundamenta en la existencia de la persona de contar con un orden así como en una cierta noción de justicia relacionada con la escala de valores y principios propios de cada grupo social. 
En el marco del moderno Estado social, se establece y aplica en la sociedad la norma que considera necesaria para regular sus relaciones con los individuos (Martinez & Vega Ruiz, 2001)Esta intervención estatal parte la necesidad de realizar una corrección moral de los desajustes exitentes sobre la base de la noción de igualdad y de justicia social. La aparición de este modelo estatal implica el desarrollo de garantías para equilibrar la correlación de fuerzas existentes en las relaciones comunitarias, buscando asegurar la equidad para permitir el acceso igualitario de todos los miembros de la sociedad a los servicios de interes público. De este modo, el Estado actual se basa en una distribución igualitaria de derechos, deberes y beneficios mediante la llamada justicia redistributica, garantizando los medios para que los sectores menos favorecidos tengan las mismas oportunidades de ejercer sus potencialidades mínimas y desarrollar la esencia de su libertad.
El Estado será justo cuando sus ciudadanos estén preparados para afirmar principios característicos que permitan asignar derechos y deberes básicos a cada persona y determinar una distribución apropiada de los beneficios y las cargas de la cooperación social (Rawls, 1971)
Al trasladar esta perspectiva al ambito laboral, la filosofía del derecho permite comprender que el derecho del trabajo no se limita a regular de manera meramente técnica la relación contractual entre empleador y trabajador, sino que constituye una construcción jurídica sustentatada firmemente en valores como la dignidad humana, la justicial social y la equidad. Este enfoque de análisis filosófico busca explicar las razones que justifican los principios del derecho laboral y la legítima de sus normas frente a las realidades sociales y económicas. 
La doctrina jurídica sostiene que el trabajo debe entenderse como una categoría cultural y social vinculada con la realización del ser humano, superando la perspectiva económica que lo asume únicamente como un factor de producción dentro del sistema económico (Ostau de Lafont de León & Niño Chavarro, 2011).
A partir de estas premisas, se erige la desmercantilización del trabajo como uno de los pilares filosóficos centrales de la materia. A diferencia de las concepciones de la teoría económica clásica que consideran al trabajo como una mercancía sometida a las leyes de la oferta y la demanda, la doctrina jurídica sostiene que la actividad laboral es inseparable de la persona que la realiza. Este principio de dignidad humana fue plamadao en el ámbito internacioanl en el Tratado de Versalles de 1919, el cual estableció solemnemente que el trabajo no debe ser considerado simplemente como una mercancía o un artículo de comercio (Tratado de Versalles, 1919). Filosoficamente, esta concepción se vincula con los planteamientos de Karl Marx, quien identificó al trabajo como la expresión de la energía humana materializada en la producción social (Marx, 1981), así como con la visión de Hannah Arendt, quien distingue al trabajo como una actividad que contribuye a la constirucción del mundo social y al desarrollo de la existencia humana (Arendt, 2009)
Sobre estos fundamentos se desarrolla el principio protector como el eje estructural del Derecho del Trabajo. Este principio busca corregir las desigualidades existentes entre el capital y el trabajo mediante la intervención normativa del Estado, garantizando condiciones mínimas de justicia social. 
4.2 Evolución histórica de la protección laboral en Ecuador 
La evolución del Derecho del Trabajo en Ecuador y la construcción de mecanismos jurídicos de protección frente al despido han estado vinculadas a las transformaciones del modelo económico y a las dinámicas de organización y resistencia del movimiento obrero. El desarrollo histórico del derecho laboral ecuatoriano es el resultado de tensiones entre proyectos de regulación estatal orientados a la protección del trabajo y políticas económicas que han promovido la flexibilización de las relaciones laborales
Durante la primera mitad del siglo XX, el surgimiento y consolidación de gremios de artesanos e industriales en ciudades como Quito y Guayaquil impulsó procesos de movilización social. Entre 1896 y 1898 se registraron las primeras huelgas que reivindicaban, entre otros aspectos, la disminución de la jornada laboral junto con la mejora de las condiciones en el entorno de trabajo. Posteriormente, acontecimientos como la crisis cacaotera y la masacre obrera de 1922 evidenciaron desigualdades existentes en las relaciones laborales, generando presión social que desembocó en reformas institucionales importantes. La Revolución Juliana de 1925 permitió la adopción de políticas estatales orientadas a la justicia social y al fortalecimiento de la regulación laboral, proceso que culminó con la aprobación del Código de Trabajo de 1938 bajo el Gobierno de Alberto Enríquez Gallo (Porras A. , 2013)
No obstante, a partir de la década de 1980 este modelo protector comenzó a experimentar un proceso de debilitamiento asociado a la implementación de políticas económicas de corte neoliberal. 
En este periodo, el movimiento obrero ecuatoriano, que había alcanzado un importante grado de organización tras la creación del Frente Unitario de Trabajadores en 1973, empezó a enfrentar políticas de ajuste estructural que privilegiaban la competitividad económica y la reducción de costos laborales sobre la estabilidad en el empleo (Matrid, 2017) 
En este aspecto, diversas reformas legales promovieron la flexibilización del mercado laboral. 
Desde la presidencia de Osvaldo Hurtado en 1981 se impulsaron medidas orientadas a modificar el modelo tradicional de protección laboral, proceso que se profundizó con la aprobación de la Ley de Régimen de Maquilas en 1990 y con las reformas económicas conocidas como Trole I y Trole II entre 2000 y 2001. Estas reformas introdujeron nuevas modalidades de contratación, como el trabajo por horas, y reformas introdujeron nuevas modalidades de contratación, como el trabajo por horas, y facilitaron la terminación de la relación laboral sin indemnización, configurando un escenario de mayor precarización del empleo (Porras A., 2009) 
Estas transformaciones también debilitaron significativamente la capacidad de política de las organizaciones sindicales, reduciendo su influencia dentro del sistema laboral ecuatoriano y desplazo el protagonismo del movimiento obrero hacia otros actores sociales (Herrera , 2015)
La aprobación de la Constitución de la República del Ecuador de 2008, representó el intento de reconfigurar un modelo de regulación laboral desde una perspectiva nuevamente garantista. La norma reconoció al trabajo como un derecho fundamental y estableció la obligación del Estado de garantizar condiciones laborales dignas, prohibiendo expresamente prácticas como la tercerización, intermediación laboral y el trabajo por horas. (Ecuador, 2008). 
Estas disposiciones revelan una concepción del trabajo como un elemento central del Estado social de Derechos y justicia; sin embargo, diversos estudios han señalado que este periodo también estuvo marcado por una fuerte centralización administrativa de las relaciones laborales y por la implementación de mecanismos de desvinculación en el sector público, como la compra obligatoria de renuncias establecidas en el Decreto Ejecutivo 813, lo que generó tensiones entre el discurso constitucional de protección laboral y determinadas prácticas de gestión pública (Otelo Trujillo, 2024)
4.3 la institución jurídica del despido ineficaz 
Se incorporó formalmente al ordenamiento laboral ecuatoriano mediante la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, publicada en el Tercer Registro Oficial Suplemento No. 483 el 20 de abril de 2015 (Asamblea Nacional , 2015). Esta normativa fue el resultado de un proceso legislativo por el Pleno de la Asamblea Nacional bajo la presidencia de Gabriela Rivadeneira Burbano, y sancionada por el entonces presidente de la República del Ecuador, Rafael Correa Delgado, el 17 de abril de 2015. (Asamblea Nacional , 2015). La ley se fundamentó en mandatos constitucionales que exigen al Estado garantizar el pleno respeto a la dignidad de los trabajadores y la eliminación toda forma de discriminación en el ámbito laboral (Asamblea Nacional , 2015).
El significado del despido ineficaz radica en la protección de la estabilidad laboral a través del principio de inamovilidad (Asamblea Nacional , 2015). A diferencia del despido intempestivo común, cuya resolución es eminentemente pecuniaria, la declaratoria de ineficacia implica que la relación laboral no se ha interrumpido por el hecho que la motivó (Asamblea Nacional , 2015). Esta figura jurídica busca anular los efectos del despido arbitrario, permitiendo que el trabajador mantenga su vínculo laboral y sus derechos como si el acto de despido nunca hubiera ocurrido. (Asamblea Nacional , 2015).
4.4 Ámbito de aplicación y sujetos protegidos 
El artículo 195.1 del Código del Trabajo, adicionado por esta ley, delimita taxativamente a los beneficiarios de esta protección especial:
Personas trabajadoras en estado de embarazo 
Personas trabajadoras cuyo despido esté asociado a su condición de gestación o maternidad 
Dirigentes sindicales en el cumplimiento de sus funciones y por el plazo de un año adicional tras finalizar su cargo (Asamblea Nacional , 2015).
Es importante precisar que, si bien la Constitución de la República del Ecuador estipula en su artículo 332 que: 
“El estado garantizará el respeto a los derechos reproductivos de las personas trabajadoras, lo que incluye la eliminación de riesgos laborales que afecten la salud reproductiva, el acceso y estabilidad en el empleo sin limitaciones por embarazo o número de hijas o hijos, derechos de maternidad, lactancia y el derecho a licencia por paternidad. Se prohíbe el despido de la mujer trabajadora asociada a su condición de gestación y maternidad, así como la discriminación vinculada con los roles reproductivos” (Nacional, 2008)
Es así como la lactancia es un derecho protegido en términos generales de estabilidad, la tipificación específica la acción de despido ineficaz en el artículo de esta ley se concentra exclusivamente en las categorías de embarazo, gestación y maternidad. 
4.5 Procedimiento judicial y consecuencias legales
La ley dota a esta figura de una celeridad procesal excepcional para asegurar la protección del derecho al trabajo. Una vez producido el despido, el afectado dispone de un plazo máximo de treinta días para deducir la acción ante el Juez del Trabajo  (Asamblea Nacional , 2015). Tras la admisión de la demanda, el juzgador debe ordenar la citación en 24 horas y, en la misma providencia, puede dictar medidas cautelares de reintegro inmediato al trabajo mientras dure el trámite (Asamblea Nacional , 2015). La audiencia debe realizarse en un plazo de 48 horas tras la citación, dictándose sentencia en el mismo acto (Asamblea Nacional , 2015).
La declaratoria de ineficacia acarrea consecuencias legales severas para el empleador: 
Se ordena el pago de todas las remuneraciones pendientes por un diez por ciento (10%) de recargo (Asamblea Nacional , 2015). Si el trabajador decide no continuar la relación laboral tras el fallo, recibirá una indemnización equivalente a un año de la remuneración percibida, adicional a la indemnización general por el despido intempestivo  (Asamblea Nacional , 2015). La negativa del empleador a cumplir con el reintegro inmediato o lo dispuesto en sentencia puede ser sancionada con el delito de incumpliendo de decisiones legítimas de autoridad competente (Asamblea Nacional , 2015).
5. Discusión 
El derecho al trabajo en el Ecuador representa una construcción jurídica estrechamente ligada a la dignidad humana y la justicia social, superando la visión del empleo como una mera transacción económica. Históricamente, este modelo de protección se vio debilitado a partir de la década de 1980 debido a políticas económicas de ajuste estructural de corte neoliberal que buscaban prioritariamente la competitividad y la reducción de costos laborales (Matrid, 2017).
Estas reformas de flexibilización laboral, iniciadas bajo el gobierno de Osvaldo Hurtado en 1981 y profundizadas con la Ley de Régimen de Maquilas en 1990 y las reformas conocidas como Trole I y Trole II en los años 2000 y 2001, introdujeron modalidades como el trabajo por horas y facilitaron la terminación unilateral del vínculo laboral sin indemnización, sumiendo al sector trabajador en una profunda precarización (Porras A., 2009)
Este debilitamiento redujo notablemente la capacidad de acción y la influencia política de los gremios y organizaciones sindicales dentro del sistema nacional (Herrera , 2015)
Frente a este escenario de mercantilización del trabajo, diversas corrientes sociales y jurídicas defendieron la tesis de que la actividad laboral no puede ser tratada como un artículo comercial de intercambio, pues involucra directamente la realización y dignidad de la persona humana (Tratado de Versalles, 1919).
Este enfoque se complementa con la perspectiva marxista que denuncia la explotación laboral dentro de la organización capitalista (Marx, 1981), así como con los planteamientos que analizan al trabajo como una actividad clave en la construcción del mundo social y en el desarrollo de la existencia humana (Arendt, 2009). De este modo, la doctrina contemporánea sostiene que el trabajo constituye una categoría social vinculada directamente a la realización del ser humano y no a un mero factor de producción del sistema económico (Ostau de Lafont de León & Niño Chavarro, 2011).
La introducción de la figura del despido ineficaz modificó radicalmente el enfoque de protección de la estabilidad laboral a través de la consagración del principio de inamovilidad (Asamblea Nacional , 2015). Mientras que el despido intempestivo común ofrece una solución meramente pecuniaria donde la relación se disuelve a cambio del pago de una indemnización, la declaratoria de ineficacia asume que el vínculo laboral nunca se interrumpió por el hecho arbitrario que lo motivó (Asamblea Nacional , 2015).Este mecanismo anula por completo los efectos jurídicos del despido permitiendo al trabajador conservar su puesto y el goce de sus derechos como si el acto nunca hubiese ocurrido (Asamblea Nacional , 2015).
Esta tutela reforzada responde al principio protector, el cual se erige como el eje estructural del Derecho del Trabajo con el objeto de equilibrar la relación de subordinación económica y jurídica que somete al trabajador frente al empleador. A través de la intervención normativa, el Estado compensa esta asimetría natural diseñado un estatuto que promueve la justicia social y la paz en las relaciones laborales. 
Para asegurar que la inamovilidad no sea una simple declaración lírica, la ley ecuatoriana prevé consecuencias sumamente severas ante el despido arbitrario del personal protegido. El empleador sancionado está obligado a pagar todas las remuneraciones pendientes acumuladas durante el proceso judicial con un recargo adicional del diez por ciento (Asamblea Nacional , 2015).Asimismo, si la persona trabajadora opta por no reintegrarse a sus labores tras la sentencia judicial tienen derecho a recibir una indemnización agravada equivalente a un año de sueldo, de forma complementaria a los valores correspondientes al despido intempestivo común (Asamblea Nacional , 2015).Finalmente, la persistencia en el incumplimiento de la orden de restitución inmediata o de lo resuelto en el fallo judicial puede derivar en responsabilidad penal bajo la tipificación del delito de incumplimiento de decisiones legítimas de autoridad competente (Asamblea Nacional , 2015).De ese modo, la norma busca disuadir la terminación injustificada penalizando con rigor la interrupción arbitraria de la vida laboral (Arendt, 2009).
A pesar de la orientación garantista de esta reforma, el diseño normativo del despido ineficaz presenta ciertas tensiones y vacíos en relación con el marco constitucional. 
El articulo 195.1 del Código del Trabajo restringe taxativamente los sujetos amparados por esta vía rápida a: mujeres embarazadas, personas cuyo despido esté ligado a su gestación o maternidad, y dirigentes sindicales en funciones y hasta un año después de cesar en sus cargos (Asamblea Nacional , 2015).
Esta limitación expresa entra en contradicción con la amplitud de la Constitución de la República del Ecuador de 2008, la cual consagra un modelo de máxima protección laboral para toda la ciudadanía (Ecuador, 2008). De este modo, al delimitar de manera tan estricta la ineficacia, la ley deja de lado a otros grupos vulnerables que no podrán beneficiarse de este procedimiento célere y de la opción de reintegro inmediato, debiendo acudir a vías procesales de menor celeridad (Ecuador, 2008).
Una tensión similar se manifiesta en la protección de la lactancia. El artículo 332 de la Constitución garantiza de forma amplia el respeto a los derechos reproductivos y prohíbe el despido o la discriminación ligada al embarazo, la maternidad, el número de hijos y la lactancia (Ecuador, 2008). Sin embargo, la tipificación específica y estricta contenida en el Código del Trabajo para la acción de despido ineficaz menciona de forma restrictiva al embarazo, la gestión y la maternidad (Asamblea Nacional , 2015).Aunque la lactancia goza de protección general de estabilidad en el ordenamiento, no se encuentra explícitamente incorporada dentro de las causales de despido ineficaz detalladas por la norma procesal penalizadora, lo que genera zonas grises en la aplicación práctica de esta tutela especial. 
La efectividad práctica de la ineficacia radica en la rapidez con la que se restituyen los derechos del trabajador. Por esta razón, el ordenamiento ecuatoriano configuró un procedimiento procesal de celeridad excepcional: 
El afectado tiene treinta días de plazo para demandar, tras lo cual es juez debe disponer la citación al empleador en el transcurso de veinticuatros horas, pudiendo ordenar de forma cautelar el reintegro inmediato del empleado mientras se sustancia el juicio (Asamblea Nacional , 2015).
Finalmente, la audiencia debe fijarse dentro de las cuarenta y ocho horas posteriores a la citación y resolverse en esa misma sesión (Asamblea Nacional , 2015).
No obstante, la imposición de estos plazos judiciales tan cortos resulta extremadamente exigente para el sistema judicial ecuatoriano, corriendo el riesgo de convertir la inamovilidad en una promesa sin sustento real por la falta de capacidad operática de los juzgados (Asamblea Nacional , 2015).La saturación de los tribunales y los problemas logísticos para citar en veinticuatro horas contrastan con el diseño idealizado de la ley laboral. Así, la vigencia real de despido ineficaz depende en última instancia de superar tanto sus limitaciones de cobertura como la asimetría material en las relaciones laborales frente al capital.
6. Conclusiones
El despido ineficaz se erige sobre un fundamento doctrinal y filosófico que desmercantiliza el trabajo, conceptualizándolo como una actividad intrínseca a la dignidad humana y a la justicia social. Esta figura jurídica no se limita a regular un mero intercambio de carácter mercantil, sino que interviene activamente para corregir la asimetría inherente en la relación entre empleador y trabajador, garantizando que el desarrollo económico no ignore la seguridad de los derechos fundamentales en el ámbito laboral. 
La incorporación del despido ineficaz en el año 2015 constituyó una respuesta normativa de ruptura frente a décadas de precarización y flexibilización de corte neoliberal, las cuales facilitaron históricamente la terminación unilateral de los contratos sin mayores protecciones. Al consagrar el principio de inamovilidad y priorizar la estabilidad del empleo, el Estado ecuatoriano materializó y reafirmó del enfoque garantista consagrado en la Constitución de la República del Ecuador 2008. 
A diferencia del despido intempestivo común cuya resolución es eminentemente pecuniaria, la declaratoria de ineficacia opera bajo una lógica de inamovilidad laboral orientada a evitar la interrupción de vínculo laboral y asegurar el reintegro efectivo del trabajador. Para garantizar el cumplimiento de esta medida protectora, la legislación prevé un régimen sancionatorio de alta severidad que combina consecuencias económicas y penales, tales como el pago de remuneraciones pendientes con un recargo del diez por ciento, indemnizaciones agravadas equivalentes a un año de sueldo en caso de no retorno y la tipificación del desacato como un delito de incumplimiento de decisiones de autoridad competente. 
A pesar de representar un avance sustancial en la defensa del empleo, la figura del despido ineficaz presenta limitaciones en su cobertura y retos operativos en su ejecución como la celeridad en plazos procesales impuestos por la ley, lo que pone a prueba la transición entre el discurso legal garantista y la realidad operativa actual de los tribunales. 
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